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Yo, Yoneisi A. Santana Cordero, secretaria de la Décima Sala de la Cámara Civil y Comercial 

del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, CERTIFICO Y DOY FE: Que en los 

archivos de esta cámara hay un expediente marcado con el número 1532-2019-EREE-00005, 

que contiene una resolución cuyo texto es el siguiente:   

 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA 

Resolución núm. 1532-2022-SRES-00021     Expediente núm. 1532-2019-EREE-00005 

NCI núm. 1532-2019-EREE-00005 

En la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República 

Dominicana, a los dos (2) días del mes de agosto del año dos mil veintidós (2022); años ciento 

setenta y nueve (179) de la Independencia y ciento cincuenta y nueve (159) de la Restauración. 

La Décima Sala de la Cámara Civil y Comercial del Jugado de Primera Instancia del Distrito 

Nacional, localizada en la calle Hipólito Herrera Billini esquina a la calle Juan B. Pérez, Palacio 

de Justicia del Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, segundo piso, 

Distrito Nacional, República Dominicana, teléfono 809-533-3191, extensión 3431, correo 

electrónico 10macivilycomercialdn@poderjudicial.gob.do; presidida por Jarolyn E. Rosario 

López, jueza suplente, asistida por la secretaria infrascrita, Yoneisi A. Santana Cordero, dicta en 

sus atribuciones de Tribunal de Reestructuración y Liquidación de Primera Instancia del Distrito 

Nacional, la siguiente resolución. 

Con motivo de la solicitud de homologación del plan de reestructuración de la entidad Munné, 

S.R.L., presentada por el licenciado José Enrique Pérez, dominicano, mayor de edad, abogado 

de los tribunales de la República, portador de la cédula de identidad y electoral núm. 001-

1149663-4, correo electrónico jperez@jplegal.com.do, con estudio profesional abierto en la 

avenida Bolívar núm.195, Corporativo Bolívar 195, suite 1002, piso 10, La Esperilla, Santo 

Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, teléfono (809) 534-9797, en calidad de conciliador 

designado en el proceso de reestructuración mercantil seguido a la entidad Munné, S.R.L.; en lo 

adelante parte solicitante. 

CRONOLOGÍA DEL PROCESO 

En fecha diecisiete (17) del mes de julio del año dos mil diecinueve (2019), la entidad Munné 

S.R.L., depositó por ante la Presidencia de esta Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Nacional, una solicitud de reestructuración en virtud de la Ley núm. 141-

15, a consecuencia de la cual esta Sala resultó apoderada mediante auto de asignación núm. 

mailto:10macivilycomercialdn@poderjudicial.gob.do
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13042-2019, de fecha dieciocho (18) del mes de julio del año 2019, expedido por la Presidencia 

la Cámara, solicitud que fue recibida en la Secretaría de esta Sala en la misma fecha.  

En ocasión de la indicada solicitud este tribunal emitió la resolución núm. 1532-2019-SRES-

00007, de fecha veintidós (22) del mes de julio año del año dos mil diecinueve (2019); en virtud 

de la cual fue aceptada la solicitud de reestructuración mercantil presentada por la entidad 

Munné, S.R.L., y se declaró formal apertura del proceso de conciliación y negociación y se 

designó al licenciado José Enrique Pérez Germán, en funciones de conciliador, a los fines de que 

procure un acuerdo de reestructuración conforme al procedimiento previsto en la Ley núm. 141-

15; funcionario que aceptó la indicada designación y para lo cual fue debidamente juramentado 

por esta juzgadora. 

En fecha diecinueve (19) del mes de diciembre del año dos mil diecinueve (2019), el conciliador, 

licenciado José Enrique Pérez, depositó por ante este tribunal la lista provisional de acreencias 

de la entidad Munné, S.R.L., la cual fue publicada en página electrónica del Poder Judicial el día 

ocho (8) del mes de enero del año dos mil veinte (2020); así como en el periódico Hoy. 

La indicada lista provisional de acreencias fue objeto de varias contestaciones por parte de los 

acreedores siendo todas decididas mediante la resolución núm. 1532-2020-SRES-00004, de 

fecha ocho (8) del mes de julio del año dos mil veinte (2020); ordenándosele al Conciliador 

presentar una nueva lista conforme a lo decidido en un plazo de quince (15) días. 

En fecha veintitrés (23) del mes de julio del año dos mil veinte (2020), el licenciado José Enrique 

Pérez depositó la lista provisional de acreencias de la entidad Munné, S.R.L., corregida en los 

términos dispuestos en la resolución más arriba señalada, así como acorde con los autos emitidos 

en ocasión de los procedimientos de declaración tardías que fueron presentados, siendo recibida 

en este tribunal el día veinticuatro (24) del mismo mes y año. 

Este tribunal, partiendo de la nueva lista de acreencias presentada por el Conciliador, en fecha 

once (11) del mes de agosto del año dos mil veinte (2020), mediante la resolución núm. 1532-

2020-SRES-00005 procedió a aprobar la lista definitiva de acreencias de la entidad Munné, 

S.R.L., a la que incluyó los créditos laborales estimados por el Conciliador, así como todas 

aquellas acreencias resultantes de la contabilidad del deudor y que fueron reconocidos por esta 

en la relación de acreedores presentada junto a su solicitud de reestructuración. 

En fecha veinticinco (25) del mes de septiembre del año dos mil veinte (2020), este tribunal 

emitió el auto núm. 1532-2020-SAUT-0037, en virtud del cual, acogió la solicitud de prórroga 

presentada por la entidad Munné, S.R.L., otorgándole un plazo de sesenta (60) días para la 
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aprobación del plan de reestructuración, ordenando la continuación del proceso de negociación 

y votación relativa al plan de reestructuración que ha sido presentado. 

En fecha quince (15) del mes de diciembre del año dos mil veinte (2020), la sociedad Munné, 

S.R.L. depositó ante este tribunal una propuesta de Plan de Reestructuración, a los fines de que 

el mismo sea aprobado por los acreedores con derecho a voto. 

En fecha catorce (14) del mes de diciembre del año dos mil veinte (2020), el Conciliador deposita 

por ante este tribunal una solicitud de reunión de acreedores con derecho a voto en el proceso de 

reestructuración mercantil de la entidad Munné, S.R.L., para decidir sobre la propuesta de plan 

de reestructuración, solicitud que fue acogida por el tribunal mediante la resolución núm. 1532-

2020-SRES-00008, de fecha diecisiete (17) días del mes de diciembre del mismo año, siendo 

fijada para el día ocho (8) del mes de enero del año dos mil veintiuno (2021), a las nueve horas 

de la mañana (9:00 a.m.), resolución que fuere publicada en la página electrónica del Poder 

Judicial el día dieciocho (18) del mes de diciembre del año dos mil veinte (2020). 

La indicada reunión, celebrada en fecha ocho (8) del mes de enero del año dos mil veintiuno 

(2021), fue prorrogada a los fines de concretizar un plan de reestructuración, pautando la próxima 

reunión para el día cinco (5) del mes de febrero del año dos mil veintiuno (2021), la cual fue 

aplazada a los fines de que tanto el Conciliador como el tercero imparcial conozcan toda la 

documentación de la fiduciaria, siendo fijada para el día diecinueve (19) del mes de marzo del 

año dos mil veintiuno (2021), en la cual las partes no pudieron llegar a un acuerdo con relación 

al plan de reestructuración de la deudora Munné, S.R.L., por lo que le tribunal fijó la 

continuación de la reunión para el día treinta (30) del mes de abril del año dos mil veintiuno 

(2021), la cual no fue celebrada, toda vez que, a solicitud del Conciliador, mediante auto núm. 

1532-2021-SAUT-00040, de fecha veintinueve (29) del mes de abril del año dos mil veintiuno 

(2021), fue acogida la solicitud de prórroga de reunión de acreedores pautada para el día 30 de 

abril del 2021, dejando a cargo de las partes promover la nueva reunión. 

Mediante auto núm. 1532-2021-SAUT-00078, de fecha tres (3) del mes de septiembre del año 

dos mil veintiuno (2021), este tribunal, dispuso, entre otras cosas, a solicitud del Conciliador, la 

celebración de una reunión de los acreedores con derecho a voto de la entidad Munné, S.R.L., el 

día quince (15) del mes de octubre del año dos mil veintiuno (2021), en la cual fue acogida la 

solicitud de ampliación de plazo presentada por la deudora de manera in-voce, por un plazo de 

sesenta (60) días calendarios, indicando que dicho plazo comenzaba a correr a partir del lunes 

dieciocho (18) del mes de octubre del año dos mil veintiuno (2021), dejando a cargo de la parte 

más diligente la solicitud de la próxima reunión. 
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Posteriormente, en fecha veintiocho (28) del mes de diciembre del año dos mil veintiuno (2021), 

este tribunal emitió el auto núm. 1532-2021-SAUT-00119, en virtud del cual, a solicitud 

realizada por el Conciliador, se le otorga un nuevo plazo de ciento ochenta (180) días a la entidad 

Munné, S.R.L. para la presentación y aprobación del plan de reestructuración. 

En fecha veintidós (22) del mes de junio del año dos mil veintidós (2022), el Conciliador solicitó 

la convocatoria de reunión de acreedores con derecho a voto, a consecuencia de lo cual este 

tribunal emitió el auto núm. 1532-2022-SAUT-00037, de fecha veintitrés (23) del mes de junio 

del año dos mil veintidós (2022), fijando la reunión para el día siete (7) del mes de julio del año 

dos mil veintidós (2022), en la cual fue aprobado el plan de reestructuración por la mayoría de 

voto de los acreedores. 

Como consecuencia de lo anterior, el día trece (13) del mes de julio del año dos mil veintidós 

(2022), el Conciliador depositó ante la secretaría de este tribunal la solicitud de homologación 

de este. 

PRETENSIONES DEL CONCILIADOR 

Primero: “Homologar el Plan de Reestructuración de la sociedad Munné, S.R.L., debidamente 

aprobado y firmado por las partes en fecha 7 de julio de 2022, por estar acorde a los parámetros 

de la ley 141-15; Segundo: Declarar abierta la fase de ejecución del Plan de Reestructuración de 

la empresa Munné, S.R.L., a cargo del Conciliador y en observancia de las disposiciones de los 

artículos 141 y siguientes de la ley 141-15, advirtiéndole a las partes que ante el incumplimiento 

o inobservancia del Plan acarrearán la liquidación de la empresa deudora; Tercero: Ordenar a los 

acreedores con derecho a voto a nombrar la Comisión de Acreedores, acorde a lo planteado en 

la reunión celebrada en fecha 7 de julio de 2022, y descrito en el párrafo 18, ordinal a) del 

presente escrito; Cuarto: Ordenar a Munné, S.R.L., a darle participación a la Comisión de 

Acreedores con derecho a voto en todas aquellas reuniones, negociaciones o transacciones que 

puedan influir en el cumplimiento del Plan, durante la ejecución del plan, acorde a lo planteado 

en la Reunión celebrada en fecha 7 de julio de 2022, y descrito en el párrafo 18, ordinal b) del 

presente escrito, excluyendo las negociaciones que figuran en el punto 9, ordinal a. del Plan de 

Reestructuración, especialmente las que figuran como punto 16, del cuadro de la oferta 

vinculante en la página 21 y 22; Quinto: Corregir la descripción catastral de los inmuebles 

descritos como 2) y 3) en el Resumen Ejecutivo, página 6 del Plan de Reestructuración aprobado 

para que en lo adelante se identifiquen de la siguiente forma: “2) Inmueble identificado como 

400462795381, matrícula núm. 0100357276, con una superficie de 1,205.37 metros cuadrados, 

ubicado en Distrito Nacional. Certificado de Título emitido el 4 de marzo del 2022, por la 

Registradora de Títulos del Distrito Nacional, Lic. Gisselle Mateo Martínez. 3) Inmueble 
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identificado como 400462797251, matrícula núm. 0100357277, con una superficie de 293.62 

metros cuadrados, ubicado en Distrito Nacional. Certificado de Título emitido el 4 de marzo del 

2022 por la Registradora de Títulos del Distrito Nacional Lic. Giselle Mateo Martínez”; Sexto: 

Fijar los honorarios del Conciliador José Enrique Pérez, titular de la cédula de identidad y 

electoral núm. 001-1149663-4, correspondientes a la etapa de conciliación y negociación, en 

base al activo prudencialmente estimado por el Tribunal, en una proporción no inferior al uno 

por ciento (1%), ni superior al tres por ciento (3%), teniendo en cuenta la complejidad del caso 

o del proceso, los grados excepcionales o particulares de responsabilidad, la efectividad del 

desempeño y la calidad de la tarea del Conciliador y ordenar su pago inmediato luego de la 

homologación del Plan de Reestructuración. Descontando el avance aprobado mediante el auto 

núm.1532-2019-SAUT-00029, por RD$ 1,291,467.00; Séptimo: Fijar de forma provisional los 

honorarios del Conciliador José Enrique Pérez, titular de la cédula de identidad y electoral núm. 

001-1149663-4, correspondientes a la etapa de ejecución del Plan de Reestructuración sobre el 

monto del pasivo reestructurado por el Plan, en proporción no inferior al cero punto cinco por 

ciento (0.5%), ni superior al dos por ciento (2%), teniendo en cuenta la complejidad del caso o 

del proceso, los grados excepcionales o particulares de responsabilidad, la efectividad del 

desempeño y la calidad de la tarea del Conciliador y ordenar a la Munné, S.R.L. a pagar un 

avance del treinta (30%) del pago luego de la Homologación del Plan de Reestructuración, con 

la finalidad de cubrir los gastos iniciales de la etapa y el setenta por ciento (70%) restante de 

dichos honorarios ordenar a Munné, S.R.L., a depositarlos en la cuenta del Banco de Reservas 

creada mediante el auto núm.1532-2022-SRES-00016, emanado de este Tribunal, en fecha 9 del 

mes de junio de 2022; Octavo: Ordenar, en caso de que sea necesario la presentación de cualquier 

documento o información para subsanar de parte del solicitante, o aquellas que aprobaron el Plan 

de Reestructuración de Munné, S.R.L., para acoger la presente solicitud de homologación acorde 

a la ley 141-15; Noveno: Declarar la decisión ejecutoria, no obstante, cualquier recurso que 

contra la misma pueda ser interpuesto, según lo dispuesto en los artículos 25 literal i) de la Ley 

y 39 del Reglamento (sic)”. 

PRUEBAS APORTADAS 

La presente solicitud ha sido acompañada de los siguientes documentos: 

-Reporte de evaluación de activos y actividades del proceso de reestructuración realizadas por el 

conciliador designado. 

-Informe Silver, E.I.R.L., de fecha 19 de junio de 2022.  
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-Fotocopia de certificado de título del inmueble identificado como 400462795381, matrícula 

núm. 0100357276, con una superficie de 1,205.37 metros cuadrados, ubicado en Distrito 

Nacional. Certificado de Título emitido el 4 de marzo del 2022, por la Registradora de Títulos 

del Distrito Nacional, Lic. Gisselle Mateo Martínez. 

-Fotocopia de certificado de título del inmueble identificado como 400462797251, matrícula 

núm. 0100357277, con una superficie de 293.62 metros cuadrados, ubicado en Distrito Nacional. 

Certificado de título emitido el 4 de marzo del 2022 por la Registradora de Títulos del Distrito 

Nacional Lic. Giselle Mateo Martínez.  

-Fotocopia de la publicación de convocatoria a asamblea del periódico Nuevo Diario, de fecha 

29 de junio de 2022.  

-Carta de fecha 24 de junio de 2022, donde acreedores rechazan invitación a las reuniones 

(publicada el 23/6/2022 en el periódico El Jaya) 

-Respuesta a carta de fecha 23 de junio de 2022 de acreedores.  

-Recibo de Cámara de Comercio, para el registro de acta de Gerencia Munné, S.R.L. que aprueba 

el Plan de Reestructuración.  

PONDERACIÓN DE LA SOLICITUD 

1. Hemos sido apoderados de la solicitud de homologación del plan de reestructuración de la 

entidad Munné, S.R.L., depositada por el licenciado José Enrique Pérez, conciliador designado 

en el proceso de reestructuración mercantil de dicha entidad mediante la resolución núm. 1532-

2019-SRES-00007, de fecha veintidós (22) del mes de julio del año dos mil diecinueve (2019), 

asunto de nuestra total competencia, al tenor de las disposiciones del artículo 131 de la Ley núm. 

141-15, en lo adelante “la Ley”. 

2. Este apoderamiento no escapa a las reglas del debido proceso que la Constitución regula en 

su artículo 69, ya que la Ley 141-15 y su reglamento de aplicación disponen la necesidad de su 

aprobación por parte de los acreedores que cumplen las condiciones de pertenecer a la mayoría 

con derecho a voto del artículo 18 de la lee de referencia, es decir, que ante su presentación para 

homologación ante el tribunal, el conciliador debe procurar que este plan haya sido admitido por 

el porcentaje de acreedores que la ley regula; en esa virtud, el requerimiento es admisible en la 

forma.  
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3. Como fundamento de su solicitud el Conciliador alega, entre otras cosas, las siguientes: a) 

que los acreedores con derecho a voto son 9 y suman un total de 11 votos, de este total se requiere 

que el 60% de los votos válidos emitidos estén de acuerdo para adoptar una decisión; b) que 

debido a los cambios solicitados por los acreedores, el plan de reestructuración no pudo ser 

firmado antes de la reunión, pero luego de una discusión entre las partes 7 de los 9 acreedores 

con derecho a voto aprobaron el mismo, lo que represente el 81.82% del total de los votos; c) 

que en fecha 6 de julio del 2022, el Consejo de Gerencia de Munné, aprobó la propuesta de plan 

de reestructuración de la empresa; d) que a partir de la homologación del plan de reestructuración 

los acreedores con derecho a voto nombrarán una comisión, la cual estará compuesta por tres 

personas, con la finalidad de acompañar a la deudora en cualquier negociación relevante que 

pueda afectar a la masa; e) que en la página 6 del resumen ejecutivo del plan de reestructuración 

se describen los inmuebles que serán objeto de la dación en pago a los acreedores, sin embargo, 

en los inmuebles descritos como 2 y 3, fue colocada una descripción catastral desactualizada; f) 

que el plan de reestructuración establece en su punto 15, el cumplimiento del plan de 

reestructuración y régimen de seguimiento de parte del conciliador, lo que fue consensuado por 

las partes; g) que dentro de las funciones específicas del conciliador proyectadas para la 

ejecución del plan, figuran, entre otras cosas, mantener la intermediación entre las partes y el 

tribunal, gestionar y supervisar la cesión de crédito de parte de Munné del pago del inversionista 

IN02, etc. 

4. El conciliador ha solicitado la homologación del plan de reestructuración o negocios de la 

sociedad Munné, S.R.L. el cual se transcribe a continuación:  
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5. Transcrito el plan de reestructuración que pretende ser homologado, es necesario analizar si 

el mismo cumple con los requisitos formales establecidos en la normativa que regula este tipo 

de procedimientos, lo que implica determinar: a) si el Conciliador obtuvo la conformidad de las 

mayorías; b) si, proviniendo el plan de la deudora, el mismo fue sometido a la decisión de su 

órgano de gobierno; y c) finalmente, si contiene los requisitos mínimos establecidos en los 

artículos 130 y 134 de la Ley. 

6.  En ese sentido, al tenor de las disposiciones del artículo 131 de la Ley 141-15: “Una vez que 

el conciliador elabore una propuesta del plan de reestructuración o la reciba de alguna de las 

partes legitimadas, éste debe someterla a la aprobación de los acreedores. El conciliador debe 

obtener la conformidad de las mayorías establecidas en el Artículo 18 de esta ley y presentarla 

en el tribunal, donde quedarán a disposición de los interesados. En aquellos casos que la 

propuesta de plan no provenga del deudor, este último deberá otorgar su aprobación. En caso de 

deudores empresa, el plan debe ser sometido a la decisión del órgano de gobierno competente 

indicado en los estatutos sociales o en el acto constitutivo y de conformidad con la legislación 

societaria vigente”. 

7. Asimismo, conforme a lo dispuesto en el párrafo II del artículo 96 del Reglamento de 

aplicación de la Ley, “Una vez obtenida la mayoría de ley, el Conciliador lo hará saber al 

Tribunal mediante escrito que deberá contener o acompañar lo siguiente:  i) El Plan de 

Reestructuración en su versión final, completa y aprobada; ii) Una planilla detallando el nombre 
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o denominación social de los Acreedores con derecho a voto incluidos en la lista definitiva de 

acreencias, publicada de acuerdo con los artículos 121 y 122 de la Ley núm. 141-15, y las 

conformidades, prestadas o no, por cada uno; iii) El porcentaje de aprobación alcanzado, 

indicando el monto total del pasivo computable a los efectos de la aprobación y el monto total 

de las acreencias cuyos titulares prestaron conformidad, y iv) Los documentos que muestren de 

forma fehaciente las aprobaciones individuales al Plan.  

8. Respecto a la conformidad de las mayorías, cabe destacar que la mayoría exigida en el artículo 

18 de la Ley, no es la del universo de acreedores del proceso, sino la de aquellos cuyo monto de 

sus acreencias le dio derecho a voto al ostentar un porcentaje específico del total de las acreencias 

registradas, al disponer el referido texto que: “Las decisiones de los acreedores se toman 

mediante acuerdos que obtengan al menos el sesenta por ciento (60%) de los votos de los 

acreedores registrados o reconocidos, según corresponda, que se encuentren presentes o 

debidamente representados. Cada acreedor tendrá derecho a un (1) voto por cada punto 

porcentual (1%) o fracción mayor a cero puntos cinco por ciento (0.5%) que ostente del total de 

las acreencias registradas o reconocidas, según corresponda (…)”; de modo que cuando el 

artículo 131 refiere a las mayorías ha de entenderse que se trata de la mayoría de los acreedores 

votantes.  

9. En ese sentido, conforme a la lista definitiva de acreencias aprobada por este tribunal en fecha 

once (11) del mes de agosto del año dos mil veinte (2020), mediante la resolución núm. 1532-

2020-SRES-00004, y su posterior corrección, de fecha diecinueve (19) del mes de agosto del 

año dos mil veinte (2020), los acreedores con derecho a voto en este proceso son nueve (9), a 

saber: 1) Ynmaculada Esmurdoc de la Cruz y Paola Inmaculada Joaquín Esmurdoc; 2) Luis 

Antonio Joaquín Esmurdoc e Ynmaculada Concepción Esmurdoc de Joaquín; 3) José Antonio 

Tejada Liberato y José Antonio Tejada; 4) Eduvigis Ovalle de Jesús y Danilo Vargas Ovalle; 5) 

Héctor de Jesús Cordero González; 6) Bethania Balbi Hidalgo y Rafael Balbi Terrero; 7) 

Patronato Contra El Cáncer del Nordeste; 8) Francisco Marte Hernández y Lourdes Taveras M., 

y 9) Domingo Antonio Gutiérrez Méndez. 

10. El plan de reestructuración cuya homologación se pretende fue aprobado en la reunión de 

acreedores de fecha siete (7) del mes de julio del año en curso, en la cual todos los acreedores 

votantes estuvieron presentes o debidamente representados, donde de los nueve (9) votantes, 

siete (7) dieron su conformidad con el plan, estos acreedores fueron los siguientes: 1) 

Ynmaculada Esmurdoc de la Cruz y Paola Inmaculada Joaquín Esmurdoc; 2) Luis Antonio 

Joaquín Esmurdoc e Ynmaculada Concepción Esmurdoc de Joaquín; 3) José Antonio Tejada 

Liberato y José Antonio Tejada; 4) Héctor de Jesús Cordero González; 5) Patronato Contra El 
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Cáncer del Nordeste; 6) Francisco Marte Hernández y Lourdes Taveras M., y 7) Domingo 

Antonio Gutiérrez Méndez; mientras que los que votaron en contra dos: 1) Eduvigis Ovalle de 

Jesús y Danilo Vargas Ovalle, y 2) Bethania Balbi Hidalgo y Rafael Balbi Terrero. Los que 

dieron su conformidad firmaron el plan en señal de total aprobación, obteniéndose en tal sentido, 

una aprobación de un 81.82%, más de lo requerido en la ley, en tanto, a que se aprobará con el 

60% de los votos favorables, razón por la cual estimamos que se ha dado fiel cumplimiento a las 

disposiciones que rigen el sistema de votación y, por tanto, que el plan fue aprobado válidamente. 

11. En otro orden, dispone la parte final del artículo 131 de la Ley, que “en caso de deudores 

empresa, el plan debe ser sometido a la decisión del órgano de gobierno competente indicado en 

los estatutos sociales o en el acto constitutivo y de conformidad con la legislación societaria 

vigente”.  

12. Así las cosas, dentro de la documentación que acompaña la presente solicitud se encuentra 

depositada el acta de la reunión del Consejo de Gerencia de la entidad Munné, S.R.L., de fecha 

seis (6) del mes de julio del año dos mil veintidós (2022),  en la que se aprobó en su segunda 

resolución lo siguiente: “El Consejo de Gerencia, aprueba íntegramente la propuesta de plan de 

reestructuración de la empresa a presentar a los acreedores, el cual se anexa, y delega poderes al 

señor Galo José de Jesús Munné Taulé, mayor de edad, comerciante, casado, cédula núm. 001-

0067991-9, con domicilio y residente en la calle Leopoldo Navarro núm. 7, Gascue, Distrito 

Nacional, Gerente Presidente, para que concluya las negociaciones al respecto con los 

acreedores, en los términos y condiciones que estime convenientes y suscriba el documento final 

del plan de reestructuración de la empresa conforme a la ley 141-15”. Cumpliendo de esta forma, 

con el mandato legal anteriormente transcrito. 

13. De igual forma, hemos observado que la solicitud de homologación de que se trata cumple 

con lo preceptuado en el párrafo IV del artículo 96 del Reglamento de Aplicación de la Ley, que 

dispone que “Una vez obtenida la mayoría de ley, el Conciliador lo hará saber al Tribunal 

mediante escrito que deberá contener o acompañar lo siguiente: i) El Plan de Reestructuración 

en su versión final, completa y aprobada; ii) Una planilla detallando el nombre o denominación 

social de los Acreedores con derecho a voto incluidos en la lista definitiva de acreencias, 

publicada de acuerdo con los artículos 121 y 122 de la Ley núm. 141-15, y las conformidades, 

prestadas o no, por cada uno; iii) El porcentaje de aprobación alcanzado, indicando el monto 

total del pasivo computable a los efectos de la aprobación y el monto total de las acreencias 

cuyos titulares prestaron conformidad; y iv)  Los documentos que muestren de forma fehaciente 

las aprobaciones individuales al Plan. En tanto a que ha sido presentada la versión final del plan, 

contiene inserta una planilla con los nombres de los acreedores con derecho a voto, el porcentaje 
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de aprobación alcanzado con indicación del monto total del pasivo computable (2, 770, 

952,518.88) y el monto total de las acreencias de los titulares; así como que en el mismo plan 

cada uno de los acreedores prestaron su conformidad estampando su firma y cédula en la parte 

final del referido plan. 

14. A estos requisitos señalados y analizados antecedentemente, se le añaden los contenidos en 

el párrafo 4 del artículo 96 del Decreto 20-17, en el cual se exige que, el conciliador presente al 

tribunal la versión final completa y aprobada del plan de negocios o reestructuración, condición 

esta que se comprueba de la solicitud de homologación de que trata; asimismo, se encuentra 

anexa a esta la planilla el nombre y denominación social de los acreedores con derecho a voto y 

las conformidades, prestadas o no, por cada uno de estos; también, se indica el porcentaje de 

aprobación alcanzado de un 81.82% y el monto de las acreencias de los que prestaron 

conformidad; en consecuencia, todos y cada uno de estos requisitos fueron cumplidos por el 

conciliador al someter la aprobación del plan. 

15. Una vez comprobado que el plan de reestructuración fue aprobado por la mayoría de los 

acreedores con derecho a voto, obteniendo un porcentaje de aprobación de un 81.82%; asimismo, 

que el órgano de gobierno de la entidad Munné, S.R.L., constituido en su Consejo de Gerencia, 

aprobó la propuesta de plan de reestructuración, queda entonces analizar el contenido de este, 

esto es si cumple con los requisitos mínimos previstos en los artículos 130 y 134 de la Ley. 

16. Previo al análisis del contenido del plan, es necesario que este tribunal se pronuncie sobre 

las objeciones y oposición que ha sido presentada por algunos acreedores. En efecto, en fecha 

diecinueve (19) del mes de julio del año en curso, los señores Bethania Balbi Hidalgo y Rafael 

Balbi Terrero, Enmanuel Rafael Castellanos, Francisco Antonio Francisco Trinidad, Héctor 

Manuel Castellanos, Marielly Altagracia Espinal Badía, Antonio Sobrino Vicente, Marian 

Sobrino Espinal, Massiel Sobrino Espinal, Milagros Paulino Santos, Luis Ezequiel González 

Espinal, Ezequiel José González Espinal, Fides María Espinal Martínez de González, Ezequiel 

Antonio González Cornelio, Flérida Bertilia Martínez de Espinal, Lorenza Guillermina Cornelio 

y Capellán, José Lantigua Ortiz, Priscilla Lantigua Ortiz, Julián José Flores Díaz, María F. Díaz 

Rodríguez, María Estela Díaz Rodríguez, Heydi Josefina Flores Bretón, Elsa Marilyn Bretón, 

Nurys Celeste Bretón Santos de Flores, y Jean Carlos Espinal Sobrino y María Jesús Sobrino 

Vicente, por conducto de sus abogados, Dr. Francisco A. Francisco Trinidad, y Licdos. Severo 

de Jesús Paulino y José La Paz Lantigua, depositaron por ante la secretaría de este tribunal una 

instancia contentiva de Observaciones al Plan de Reestructuración presentado en la asamblea de 

fecha 7 de julio de 2022 y solicitud de no homologación y rechazo del mismo por violación a la 
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ley 141-15, sus principios; y su reglamento de aplicación; normas supletorias a la indicada ley; 

y a los derechos fundamentales y principios consagrados en la Constitución. 

17. Asimismo, en fecha dieciocho (18) del mismo mes de julio de los corrientes, los acreedores, 

señores Celeste Altagracia Hilario Pichardo, Marta Martínez, Gabriel José Agustín Polanco 

Peralta, Bethania Altagracia Polanco Peralta de Rodríguez, María Auxiliadora Peralta Ortiz, 

Corina J. Polanco Peralta, Pablo Domenec Polanco Prada, María del Rosario Prada Vega de 

Polanco, Dilcia Milagros Mejía Báez, Gladys Mercedes Mejía Báez, Nancys Magalys Mejía 

Báez, Bienvenida Peralta y sucesores de Gabriel Polanco Del Rosario, por conducto de sus 

abogados, licencidos Lucas A. Guzmán López, Carlos M. Camejo Patino y Francisco A. Merejo 

Peña, depositaron una instancia contentiva de observaciones sobre contenido mínimo de plan de 

reestructuración y solicitud de plazo para subsanación (Art. 134 de la Ley núm. 141-15). 

18. Como se puede advertir, dentro de las dos instancias de objeción y observaciones al plan de 

reestructuración figuran, tanto acreedores quirografarios como subordinados, en el caso de los 

quirografarios algunos con derecho a voto como es el caso de los señores Bethania Balbi Hidalgo 

y Rafael Balbi Terrero, y quienes, como se hizo constar en parte anterior, votaron en contra del 

plan de reestructuración presentado por la deudora. 

19. Ahora bien, sobre las objeciones y observaciones al plan de reestructuración con miras a que 

no sea homologado por este tribunal, estimamos oportuno establecer lo siguiente: a) que ni la ley 

ni el reglamento contienen disposición alguna que permitan a los acreedores no votantes ni a los 

disidentes objetar el plan previo a su homologación1, aun cuando tampoco contenga disposición 

que no lo permita, entendemos que no es procedente, por dos razones que consideramos lógicas 

y coherentes: la primera, porque lo aprobado por los acreedores bajo el sistema de las mayorías 

previsto en el artículo 18 de la Ley (60% de los acreedores con derecho a voto) es vinculante a 

todos los demás acreedores, tanto para los disidentes como para los que no tienen derecho a voto, 

vinculación que se desprende de las disposiciones contenidas en la parte final del artículo 139, 

en tanto a que “… (…) Una vez aprobado, el plan surte efectos también con relación a aquellos 

acreedores que no prestaron la conformidad, excepto que los mismos sean, además de disidentes, 

privilegiados”; y la segunda, porque es una obligación esencial del tribunal, constatar que cumpla 

con los requisitos mínimos analizando cada caso en particular, independientemente de que haya 

sido aprobado por los acreedores; y b) que las decisiones que rechazan o aprueban en plan de 

reestructuración son recurribles en apelación, estando legitimados para interponer dicho recurso 

los acreedores, al disponer el párrafo III que “Por parte del deudor, de cualquiera de los 

                                                 
1Ver que la ley de manera taxativa prevé las acciones procedentes para cada caso. Por ejemplo, prevé contestaciones 

para la lista provisional de acreencias, así como para el plan de liquidación presentado por el deudor. 



 

 

 

 

REPÚBLICA DOMINICANA 

PODER JUDICIAL 

LA DÉCIMA SALA DE LA CÁMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL JUZGADO DE PRIMERA 

INSTANCIA DEL DISTRITO NACIONAL, ESPECIALIZADA EN ASUNTOS COMERCIALES, Y 

TRIBUNAL DE REESTRUCTURACIÓN Y LIQUIDACIÓN  

 

Resolución núm. 1532-2022-SRES-00021      Expediente núm. 1532-2019-EREE-00005 

Página 32 de 51 

 

acreedores o del asesor de los trabajadores: las que estatuyen sobre el plan de reestructuración o 

el procedimiento de liquidación judicial”, por lo que a juicio de esta juzgadora cualquier 

acreedor, sin discriminación alguna, puede ejercer dicho recurso. 

20. Bajo ese contexto, este tribunal es de criterio que no procede analizar las objeciones y 

observaciones que han sido presentadas por no ser la aprobación de los acreedores del plan de 

reestructuración objetable, declarando las mismas inadmisibles, valiendo esto decisión sin 

necesidad de que conste en la parte dispositiva. Procediendo, en consecuencia, a verificar si 

cumple con las formalidades legales necesarias. 

21. En ese orden, dispone el artículo 130 de la Ley, que la propuesta del plan que presente el 

conciliador o el deudor deben acompañarse de, al menos: i) Antecedentes del deudor; ii) Un 

resumen del plan de reestructuración, el cual contenga sus características principales expresadas 

de manera clara y ordenada; iii) Información sobre la situación financiera del deudor o referencia 

de dónde dicha información se encuentra disponible; iv) Información no financiera del deudor 

que a su juicio pueda tener un impacto en su actividad futura; v) Exposición de las perspectivas 

de las operaciones futuras y de los efectos de la reestructuración; vi) Aspectos relativos a posibles 

necesidades de financiamiento o inversión; vii) El plan de negocios correspondiente, al menos, 

a los próximos cinco (5) años; viii) Propuesta de pago de las acreencias; y ix) Los demás 

requisitos establecidos en el Artículo 134. 

22. Así las cosas, el tribunal a la lectura minuciosa del plan ha podido constatar, que contiene 

lo siguiente que:  

i) En el plan se destaca que se trata de una sociedad comercial cuyo objeto principal 

consiste en la importación de comestibles, elaboración y comercialización de todo tipo de 

productos a base de cacao, industrialización de cacao, exportación de frutos agrícolas; 

funciones que ha ejercido más de 90 años. Durante su existencia ha sido una empresa que 

se ha adaptado a los tiempos, habiendo incursionado en negocios de arroz, café, aceites 

comestibles, electrodomésticos, motocicletas etc. 

ii) Durante este proceso la entidad deudora ha presentado tres propuestas de plan de 

reestructuración, propuestas que fueron analizadas por los asesores expertos y por una 

firma designada por la oficina del Defensor del Pueblo, siendo la tercera propuesta la 

aprobada por los acreedores. 

iii)  Se encuentran depositados en el expediente los estados financieros auditados de 

los años 2015 al 2021. 
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iv) Se hace una exposición de los análisis y proyecciones realizados por CXO 

Consulting, en donde se concluye que Munné está con el capital financiero correcto, en 

capacidad de ser una empresa rentable, y de influencia en el mercado, reflejando unas 

proyecciones del estado de resultado por ingresos por ventas operativas que va aumentado 

sustancialmente hasta el año 2026. 

v) Se establece una oferta vinculante, aceptada por el Consejo de Gerencia de Munné 

y que sirve de sustento al plan presentado, de un inversionista identificado como IN02, el 

adquirirá la totalidad de los activos, intangibles y bienes que se relacionan con las 

operaciones involucradas en la compra, venta y transformación del cacao, lo que incluye: 

a) las marcas de fábrica, nombres comerciales, y en general toda propiedad intelectual e 

industrial, y permisos propiedad de Munné; b) el efectivo en caja y banco de Munné; c) 

los equipos de oficina de Munné; d) las maquinaria y equipos de Munné; e) el capital de 

trabajo de Munné, incluyendo ciertas cuentas por cobrar, inventarios y cuentas por pagar 

a suplidores de Munné; f) El portafolio de clientes de Munné; f) Los inmuebles: 1) 

Inmueble identificado como solar 4, manzana 138, DC 1, del Distrito Catastral No. 1 San 

Francisco de Macorís Matricula 1900002623 área 1,774.59 metros cuadrados; y 2) 

Inmueble identificado como Parcela No. 56-PROV-B, porción C, Distrito Catastral No. 4, 

con una extensión superficial de 5,050.00 metros cuadrados, Matrícula No. 0100064738, 

ubicado en el Distrito Nacional, de conformidad con el certificado de título emitido en 

fecha 8 de mayo de 2009 por el Registro de Títulos del Distrito Nacional; g) Los cuentas 

por pagar con suplidores; h) los contratos comerciales de Munné; i) El inversionista IN02 

asume el pasivo laboral de Munné con excepción del pasivo laboral de los directivos de 

Munné, quienes cedieron en beneficio de los acreedores según se verifica más adelante, 

deduciendo dichos valores del monto a pagar; j) en general el negocio de Munné. 

vi) Establece que la empresa luego de implementado el plan de reestructuración 

cesará de sus operaciones, por lo que no contará con personal; asimismo, que el programa 

de Gobierno Corporativo de Munné, luego de la implementación del Plan de 

Reestructuración, tendrá como objetivo cumplir con las disposiciones mínimas de la Ley 

de Sociedades y de la toma de decisiones relacionadas al proceso de reestructuración, 

debido a que Munné no podrá mantener operaciones relacionadas con su objeto social, se 

proyecta la solicitud de cesación de operaciones en el futuro, luego de cumplir con los 

compromisos establecidos en el presente Plan de Reestructuración. 

vii) El pago de los acreedores se hará mediante dación en pago, a través de la venta 

de los inmuebles no esenciales para el negocio, lo que arroja la suma de RD$476,083,674, 
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así como los inventarios no operativos (motocicletas, plantas eléctricas, entre otros) por un 

monto ascendente a RD$8,270,253, que sumados al monto ofertado por el inversionista 

IN02, completarían los montos a ser pagados a los acreedores; estableciéndose que dichos 

bienes serán transferidos en propiedad a un Fideicomiso para que sean vendidos y los 

recursos generados sean distribuidos proporcionalmente a todos los acreedores 

quirografarios. 

23. De su lado, el artículo 134 dispone que el plan de reestructuración debe contener las medidas 

necesarias para que el deudor pueda estar en condiciones de cumplir con sus obligaciones 

financieras y desarrollar de forma sostenible su actividad empresarial o comercial. Éste debe 

tomar en consideración las particularidades y características propias del deudor y, entre otros 

aspectos, ponderar las siguientes acciones: la venta de activos, el cierre de unidades productivas, 

la necesidad de financiamiento, el cobro de los acreedores garantizados y la reducción de la 

deuda de los acreedores no garantizados, así como la conversión de la deuda en acciones u otros 

valores u otras medidas que el caso amerite y sean convenidas por los acreedores. 

24. Disponiendo el párrafo de dicho artículo, que: “Sin perjuicio de lo anterior, así como de las 

demás previsiones que se establezcan en el reglamento de aplicación, el plan de reestructuración 

debe contemplar al menos: i) La continuación total o parcial de la actividad del deudor y el pago 

de los acreedores, con detalle de los recursos previstos para su cumplimiento, incluidos, en su 

caso, los procedentes de la enajenación de determinados bienes o derechos; ii) La propuesta 

sobre enajenación de determinadas unidades productivas a favor de personas jurídicas o físicas, 

en cuyo caso se incluirá necesariamente del adquiriente la obligación de la continuidad de la 

actividad propia de las unidades productivas afectadas y el pago de los créditos de los acreedores, 

en los términos expresados en el plan de reestructuración; iii) El mantenimiento o no de los 

créditos en la moneda, unidad o valor de denominación en que fueron originalmente pactados, 

para lo cual se observarán las disposiciones del Artículo 111 de esta ley; iv) La descripción del 

proceso, estrategia o proyección que especifique cómo se generarán los ingresos para la 

continuidad de la actividad empresarial, con indicación de los recursos, medios y condiciones 

para su obtención, incluyendo los mecanismos o fuentes de financiación y, en su caso, los 

compromisos de su prestación por terceros; v) Las propuestas de pago alternativas para todos los 

acreedores o para los de una o varias clases, incluidas las ofertas de conversión del crédito en 

acciones, participaciones, cuotas sociales, créditos participativos u otros títulos y 

compensaciones de deuda, siempre y cuando en este último caso las condiciones estuvieran 

dadas antes del pronunciamiento del inicio del proceso de conciliación y negociación; vi) El 

pago total o parcial de las acreencias no garantizadas, de acuerdo a las condiciones que muestre 

la depuración del pasivo, en efectivo, con nueva deuda, con acciones o cualquier otro mecanismo 
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con tratamiento igualitario para los acreedores en igual situación; vii) La política laboral a 

adoptarse; viii) La política de cumplimiento de las obligaciones fiscales pendientes y futuras; ix) 

En el caso de las personas jurídicas, el programa de gobierno corporativo que se adoptará y la 

aprobación de una guía de buenas prácticas empresariales y el régimen de administración, 

incluyendo las posibles sustituciones de administradores contempladas; x) El presupuesto de 

duración del plan en atención a la propuesta de reestructuración; xi) El presupuesto sobre los 

gastos y honorarios de la administración; y xii) Una descripción que demuestre que, de aprobarse 

el plan, los acreedores estarían mejor que en un escenario de liquidación. 

25. En atención al referido texto legal, el tribunal ha podido comprobar que el plan de 

reestructuración prevé lo siguiente, que:  

i. Para el pago de los acreedores será constituido un fideicomiso en los términos del 

artículo 138 de la Ley núm. 141-15, en donde el fideicomitente será Munné, y los 

fideicomisarios o beneficiarios será los acreedores, el cual tendrá como objetivo recibir 

los activos y proceder a vender los inmuebles transferidos en propiedad y con los fondos 

recibidos por el proceso de venta de los referidos inmuebles proceder al pago 

proporcional a todos y cada uno de los acreedores quirografarios incluidos en la lista 

definitiva de acreedores aprobada por el tribunal. 

ii. La empresa Munné una vez se concluya con el plan de reestructuración cesará en 

sus operaciones; 

iii. Una transcripción de la oferta del inversionista identificado como IN02 y que este 

adquirirá la totalidad de los activos, intangibles y bienes  que se relacionan con las 

operaciones involucradas en la compra, venta y transformación del cacao, lo que 

incluye: a) las marcas de fábrica, nombres comerciales, y en general toda propiedad 

intelectual e industrial, y permisos propiedad de Munné; b) el efectivo en caja y banco 

de Munné; c) los equipos de oficina de Munné; d) las maquinaria y equipos de Munné; 

e) el capital de trabajo de Munné, incluyendo ciertas cuentas por cobrar, inventarios y 

cuentas por pagar a suplidores de Munné; f) El portafolio de clientes de Munné; f) Los 

inmuebles: 1) Inmueble identificado como solar 4 manzana 138 DC 1 del Distrito 

Catastral No. 1 San Francisco de Macorís Matricula 1900002623 área 1,774.59 metros 

cuadrados; y 2) Inmueble identificado como Parcela No. 56-PROV-B, porción C, 

Distrito Catastral No. 4, con una extensión superficial de 5,050.00 metros cuadrados, 

Matrícula No. 0100064738, ubicado en el Distrito Nacional, de conformidad con el 

certificado de título emitido en fecha 8 de mayo de 2009 por el Registro de Títulos del 

Distrito Nacional; g) Los cuentas por pagar con suplidores; h) los contratos comerciales 
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de Munné; i) El inversionista IN02 asume el pasivo laboral de Munné con excepción 

del pasivo laboral de los directivos de Munné, quienes cedieron en beneficio de los 

acreedores según se verifica más adelante, deduciendo dichos valores del monto a 

pagar; j) en general el negocio de Munné. Asimismo, contempla la venta de inmuebles 

no esenciales para el negocio. 

iv. Todas las acreencias serán pagadas en moneda nacional, ya que la única acreencia 

en moneda extranjera al momento del inicio del proceso fue desinteresada por el garante 

de dicha acreencia. 

v. La empresa seguirá operando por el inversionista que adquirió el negocio, 

conforme a la oferta vinculante aceptada por la deudora, de modo que la sociedad 

Munné, S.R.L., como tal desaparecerá y el negocio será asumido por una nueva entidad 

jurídica. 

vi. No existe propuesta de pago alternativa. 

vii. Los acreedores de este proceso son quirografarios y subordinados, conteniendo el 

plan una propuesta de pago de RD$0.418 centavos por peso adeudado para los 

acreedores quirografarios y el no pago a los acreedores subordinados, esto último en 

virtud de que los fondos no son suficientes para pagar en su totalidad a los acreedores 

quirografarios. 

viii. No contiene una política laboral toda vez que luego de concluido el proceso, la 

entidad Munné, S.R.L. no contratará personal debido al cese de sus operaciones. 

ix. Tampoco contiene una política por parte de la entidad deudora de cumplimiento 

de obligaciones fiscales, ya que no tiene deudas con la administración Tributaria, y 

producto a que cesarán sus operaciones, su objetivo será cumplir con los requisitos de 

ley considerando el cese. Y en cuanto a la Seguridad Social, la deudora cederá todos los 

contratos de trabajo al inversionista como parte de la transacción, por lo cual los 

trabajadores cotizarán por una nueva entidad. 

x. No contiene guías de buenas prácticas aprobada por el gobierno corporativo, ya 

que luego de la implementación del Plan de Reestructuración se limitará a la toma de 

decisiones relacionadas al proceso de reestructuración, esto así ya que la deudora no 

podrá mantener operaciones relacionadas con su objeto social. 
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xi. No establece de manera clara el tiempo de duración de ejecución del plan de 

reestructuración, sino que simplemente contiene un cronograma a ejecutarse luego de 

la aprobación este. 

xii. Establece que es mejor una reestructuración a una liquidación ya que, entre otras 

cosas, ante una liquidación judicial la recuperación de los acreedores sería de RD$0.124 

centavos por cada peso adeudado, mientras que con la propuesta de plan los acreedores 

recibirían RD$0.418 centavos por cada peso adeudado. 

26. Establecido el plan de reestructuración y destacado su contenido esencial, se impone a esta 

juzgadora analizar la procedencia o no de su homologación de cara al cumplimiento mínimo de 

las exigencias previstas en los artículos 130 y 134 de la Ley, transcritos en parte anterior. 

27. De entrada, es necesario recalcar, que el objeto de los procedimientos de reestructuración y 

liquidación es proteger los derechos de los acreedores ante la dificultad financiera de sus 

deudores, que puedan impedir el cumplimiento de las obligaciones asumidas, y lograr la 

continuidad operativa de las empresas y personas físicas comerciantes. De ahí que la primera 

alternativa siempre será un acuerdo de reestructuración sobre la base de las negociaciones entre 

la deudora y los acreedores, con la finalidad de satisfacer a estos últimos al tiempo de que la 

empresa pueda recobrar su salud financiera, continuar el desarrollo de su objeto social, mantener 

los empleos, generar más fuentes de estos y contribuir al sostenimiento del Estado a través del 

pago de los impuestos correspondientes; por tanto, para lograr tales objetivos se concibe la 

presentación de un plan de negocios que permita corregir la situación que generó el 

procedimiento y el descargo de las deudas en interés de las partes, y si no es posible una 

reestructuración entonces, solo así, se procederá a la liquidación judicial pero ya con la única 

finalidad de realizar los activos de la deudora para pagar a los acreedores. 

28. En este proceso, la entidad Munné, S.R.L., en su condición de deudora y solicitante de su 

propio proceso de reestructuración, presentó un plan de reestructuración que fue aprobado por la 

mayoría de los acreedores con derecho a voto en la reunión celebrada ante este tribunal el día 

siete (7) del mes de julio del año en curso.  Plan que se diseñó, esencialmente, sobre la base de 

la venta del negocio acorde con la oferta vinculante realizada por el inversionista identificado 

como IN02, oferta condicionada a la aprobación y homologación del plan, y sobre cuya 

concretización por medio de la firma de los acuerdos definitivos descansa la ejecución de este. 

29. Tal como consta en el plan, con la compra del inversionista del negocio de Munné esta 

recibirá como contraprestación la suma de RD$645,342,286,00, desglosados de la siguiente 

manera: a) RD$620,000,000.00 por concepto de la adquisición de los activos operativos, y b) (ii) 
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RD$25,342,286.00 por concepto de la cesión de las prestaciones laborales por parte de los 

señores Antonio Munné, Galo Munné, Laura Munné y Ricardo Munné.  

30. Además del dinero de la venta del negocio, la empresa deudora prevé obtener recursos 

mediante la venta de los inmuebles no esenciales para el negocio (ya que los esenciales forman 

parte de la oferta del inversionista), inmuebles cuya venta arrojarían la suma de 

RD$476,083,674, más   RD$8,270,253, por concepto de la venta del inventario no operativo 

(motocicletas, plantas eléctricas, entre otros), que sumados al monto ofertado por el inversionista 

serán la fuente de pago de los acreedores, pago que se realizará por medio de un fideicomiso que 

se creará a tal fin, cuyos beneficiarios serán los acreedores quirografarios.  

31. Como se puede advertir, mucho más de la mitad del dinero con el que serán satisfechos los 

acreedores proviene de la venta del negocio, por tanto, al tratarse de una venta, cabría afirmar 

entonces que estamos en presencia de una reestructuración “sui generis”, ya que se trata de una 

liquidación con matices de reestructuración, pues ha quedado bastante claro que con la venta del 

negocio la entidad Munné, S.R.L., desaparecerá, al punto que no podrá ejercer el negocio que ha 

venido realizado desde sus inicios, pues en la oferta vinculante realizada por el inversionista se 

pactó que esta no podrá dedicarse a ninguna actividad relacionada con el negocio. 

32. Ante esta situación está claro que la propuesta presentada por la deudora en aras de su 

reestructuración no es una reestructuración como ha sido concebida por la ley, y es por ello que, 

como se puede apreciar, al momento del tribunal verificar la concurrencia de los requisitos 

mínimos exigidos en la norma vemos que el plan no cumple con algunos de ellos, y esto debido 

a que, por efecto de la venta, la entidad Munné, S.R.L. como tal, dejará de operar y será disuelta. 

33. Siendo oportuno aclarar que si bien es cierto que la ley contempla que el plan de 

reestructuración puede contener la venta de “determinadas unidades productivas a favor de 

personas jurídicas o físicas, en cuyo caso se incluirá necesariamente del adquiriente la obligación 

de la continuidad de la actividad propia de las unidades productivas afectadas y el pago de los 

créditos de los acreedores, en los términos expresados en el plan de reestructuración”, no menos 

cierto es que en este caso no se trata de la venta de “determinadas unidades productivas”, sino 

que se trata de la venta del negocio completo el cual será operado y dirigido por personas 

jurídicas y físicas distintas a los que actualmente lo hacen, incluso, los hoy accionistas no 

formarán parte de esta nueva entidad que será la que continuará con el negocio y quien trazará 

las nuevas políticas de gobierno corporativo, laboral y de buenas prácticas, por lo que siendo así 

es evidente que estamos ante una liquidación, también sui generis. 
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34. Lo anterior nos lleva a preguntarnos si aun ante tal situación, procedería la homologación 

del denominado plan de reestructuración aun cuando este fuere aprobado por los acreedores con 

derecho a voto; para ello se hace necesario acudir a uno de los objetivos de la ley que, en este 

caso en concreto, sería la protección de los acreedores ante la dificultad financiera de sus 

deudores, y partiendo de estos determinar frente a cuál escenario estos tienen mayor protección 

traducido esto en recibir un mejor pago, o lo que es lo mismo, cuál escenario les es menos 

desfavorable, considerando las deducciones o quitas hechas por la deudora y que serán 

analizadas más adelante. 

35. Según se señaló en parte anterior, el plan contempla que los acreedores recibirán un mejor 

pago dentro del marco de la reestructuración, ya que aquí recibirán RD$0.418 centavos por cada 

peso adeudado, a diferencia de lo que recibirán ante una liquidación judicial, en donde recibirían 

RD$0.124 centavos por cada peso adeudado, de lo que se infiere que con el plan de 

reestructuración habrá una mejor maximización de los activos, lo que conlleva una mejor 

propuesta de pago. 

36. A fin de clarificar ambos escenarios, el Conciliador depositó anexo a su solicitud de 

homologación, el informe realizado por la entidad Silver GCD, sobre la razonabilidad en torno 

a la parte económica financiera de la propuesta de plan de reestructuración presentada por la 

empresa Munné, S.R.L., con el propósito de ejecutar el pago de las obligaciones a los acreedores, 

informe que fuera emitido a requerimiento del Defensor del Pueblo, en fecha diecinueve (19) del 

mes de junio de este año dos mil veintidós (2022), y en tal sentido, opinión rendida concluye en 

que “De todos los escenarios económicos financieros planeados en la propuesta de plan de 

reestructuración, el plan basado en la oferta vinculante del IN02 es el único que presenta una 

transacción importante de generación de liquidez a favor del pago a los acreedores, y que a su 

vez asume una serie de activos operativos que, bajo los otros escenarios, agregan dimensión y 

complejidad al proceso complementario y/o alternativo de venta y materialización de activos. 

El valor Implícito de empresa presentado en la oferta vinculante del IN02 reconoce un valor 

significante por concepto de los activos de propiedad intelectual y marca Munné 

(RD$322,180,683 acorde a nuestro cálculo), que no sería realizable bajo un escenario de 

liquidación. De manera general las informaciones y análisis revisados durante este proceso 

sugieren que el escenario de liquidación sería el de mayor destrucción de valor. En consecuencia, 

ante una eventual decisión mutuamente exclusiva entre los elementos económicos financieros de 

la propuesta de plan de reestructuración basada en la oferta vinculante del IN02 y los que se 
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derivan de un potencial proceso de liquidación, recomendaríamos los del plan de 

reestructuración2”. 

37. De igual forma, el señor Marcos Troncoso, asesor experto nombrado por este tribunal para 

que, entre otras cosas, analizara la viabilidad de las propuestas presentadas por la entidad Munné, 

en la reunión de acreedores celebrada el día siete (7) del mes de julio del corriente, manifestó de 

manera puntual que: “En el plan de reestructuración está la posibilidad de recuperar la deuda, 

pasando por un proceso debidamente estructurado, ahora mismo la única alternativa que se tiene 

es la que está sobre la mesa, es lo único que hay para ser ponderado y para tomarse una decisión 

de irse a una liquidación judicial. Todo el proceso de liquidación va a conllevar una serie de 

gastos que hará que se reciba mucho menos por la pérdida de valor, mi consejo es que esto se 

debe aprobar, no se debe poner una prórroga para no arriesgar la única oferta, para que no se 

pierda3”. 

38. Tomando en consideración las anteriores opiniones emitidas por asesores financieros, en el 

caso del señor Marcos Troncoso especialista en materia de reestructuración y de incuestionable 

solvencia moral, y en vista de que la empresa deudora habidas cuenta no seguirá operando 

producto de la venta del negocio, y de que ante una liquidación judicial los acreedores recibirán 

un menor pago del valor de sus acreencias, estimamos que aun cuando el plan de reestructuración 

presentado no cumple con los requisitos mínimos legales este resulta ser más favorable que una 

liquidación judicial para los acreedores, quedando, desde luego, siempre abierta la posibilidad 

de su terminación e inicio de la liquidación ante su incumplimiento4, inclusive, de una posible 

modificación ante el hecho de haber variado las condiciones en que se sustenta5.  

39. En otro orden, en lo referente al pago de las acreencias, cabe acotar que por disposición del 

artículo 135 de la Ley, el plan de reestructuración debe prever un tratamiento similar para los 

créditos de una misma clase, sin perjuicio del orden de prelación legal existente entre ellos, a 

menos que uno o varios acreedores hayan consentido expresa y voluntariamente un tratamiento 

menos favorable o distinto respecto de una o varias acreencias en particular. El plan de 

reestructuración puede establecer reducciones de deuda y los términos y condiciones en que se 

realizará el pago de la misma. No obstante, no pueden ser objeto de reducciones ni de plazos las 

siguientes acreencias y obligaciones: i) Las acreencias garantizadas por el privilegio establecido 

en el Código de Trabajo u otros aportes relativos a la seguridad social del trabajador; ii) Las 

                                                 
2 Pág. 6 (subrayado nuestro) 
3 Ver acta de la reunión de acreedores de fecha 7/7/2022. 
4 Art. 144 de la Ley. 
5 Art. 140 de la Ley. 
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acreencias resultantes de un contrato de trabajo garantizadas por los privilegios previstos en el 

Párrafo cuarto del Artículo 2101 y el segundo del Artículo 2104 del Código Civil cuando el 

importe de éstas no ha sido avanzado por las instituciones correspondientes o no ha sido objeto 

de una subrogación, y iii) Las obligaciones fiscales vigentes, a menos que se acuerde con la 

autoridad fiscal reducciones, condonaciones o autorizaciones de cualquier tipo en los términos 

de la legislación aplicable, en el entendido de que la autoridad fiscal no podrá negarse de manera 

irrazonable o sin razón debidamente justificada. 

40. En la especie, dentro de los acreedores concursales de la deudora Munné, S.R.L. no hay 

privilegiados o garantizados, sino que son quirografarios y subordinados, estos últimos por 

intereses y por vínculo de consanguinidad; por lo que siendo así y partiendo del principio de 

igualdad, para todos los acreedores de una misma categoría debe operar la misma condición de 

pago, a menos que sea un trato diferenciado en beneficio, no de un acreedor en particular, sino 

para la consecución de los fines del proceso, que en este proceso se traduce en la mayor 

satisfacción a los acreedores. En este caso, el plan establece un pago para cada acreedor 

quirografario de un RD$0.418 centavos por cada peso adeudado, lo que equivaldría al 40% del 

valor de cada acreencia; porcentaje que ha sido fijado dado que la ley permite que el plan de 

reestructuración pueda establecer reducción a la deuda, siendo en este caso una reducción 

igualitaria para todos los acreedores quirografarios de un 60%, deducción que fue aceptada por 

los acreedores votantes que prestaron su conformidad y que por mayoría vincula a todos los 

demás. 

41. Ahora bien, en lo que respecta a los acreedores subordinados el plan, como se ha visto, no 

contempla pago alguno debido a que, según la deudora y su equipo de asesores, los fondos no 

serán suficientes para poder pagarles. Sobre el particular, se impone señalar que las acreencias 

deben ser pagadas acorde con el orden de prelación o preferencia previsto en la ley6, esto es: en 

primer lugar, las acreencias privilegiadas o garantizadas, en segundo, las quirografarias, y en 

tercer la subordinada, lo que implica que estos últimos (subordinados) son los últimos en recibir 

su pago, empero para que opere su pago primero deben ser satisfechos los quirografarios, 

créditos que, al decir de la doctrina, deben ser pagados íntegramente para solo así proceder con 

el pago de los subordinados, sin embargo, en este caso vemos que ni siquiera los créditos 

ordinarios podrán ser pagados de manera íntegra ya que el pago será de un 40%. 

42. Si bien es cierto que uno de los principios rectores de los procedimientos concursales es el 

de igualdad de tratamiento de los acreedores o par conditio creditorum, no menos cierto es que 

este trato es sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre privilegios, prelación de créditos y 

                                                 
6 Arts. 5.viii) y 128. 
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preferencias, es decir, que técnicamente la igualdad de tratamiento que se enarbola es entre 

acreedores de un mismo rango.  

43. Lamentablemente en estos procedimientos los acreedores siempre serán satisfechos en la 

medida en que el producto de la realización de los activos lo permita, y precisamente con base a 

la posibilidad de que el activo no sea suficiente es que la ley en su artículo 192 permite la 

reanudación del proceso si se constata la existencia de otros activos que no fueron considerados 

para la liquidación judicial o que las acciones en interés de los acreedores no habían sido 

interpuestas con relación a estos activos; disposición que a juicio de esta juzgadora es 

perfectamente aplicable debido a que la empresa no continuará operando en ocasión de la venta 

del negocio. 

44. En abono a lo señalado en el punto anterior, de manera particular lo relativo al artículo 192 

de la Ley, cabe apuntalar que conforme lo expuesto por la propia deudora en su plan, y de la 

documentación que obra en este expediente, la entidad Munné interpuso una querella penal con 

constitución en actoría civil en contra de los señores Luis Francisco Espinal Hernández y 

Francisco Manuel Matrillé, por alegada violación a las disposición de los artículos 265, 266, 379, 

386.3, 148 y 150 del Código Penal, que tipifican y sancionan los ilícitos de asociación de 

malhechores, robo asalariado y falsedad en escritura de comercio, de cuyo fase de juicio se 

encuentra apoderado el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial Duarte, expediente núm. 2038-2019-EPEN-001151, con la que 

procura, además de las consabidas sanciones penales, sean condenados al pago de sumas 

indemnizatorias por los daños y perjuicios recibidos a raíz de los hechos que le dieron origen. 

Por tanto, y ante la eventualidad de que la constitución en actoría civil sea acogida y los 

imputados fueren condenados a pagar sumas indemnizatorias a favor de la ahora deudora, este 

tribunal ordena que dicha acreencia entre dentro del activo como un crédito contingente para 

que, una vez exigible, sean distribuidos en beneficio de los acreedores.  

45. Es importante destacar que un grupo de los acreedores subordinados contestó la lista 

provisional de acreencias respecto a la calificación de subordinado por vínculos de 

consanguinidad con uno de los socios de la entidad deudora, contestación que fue rechazada por 

este tribunal mediante la resolución núm. 1532-2020-SRES-00004, siendo dicha resolución 

recurrida en apelación, recurso fue declarado inadmisible y que actualmente se encuentra en la 

Suprema Corte de Justicia en ocasión del recurso de casación, situación que nos lleva a tomar 

las medidas precautorias de lugar para que en caso de que la calificación de créditos subordinados 

pudiera ser revocada, los acreedores recurrentes, ya en condición de quirografarios, puedan ver 

satisfechas sus acreencias en la misma forma y cuantía que los demás, esto es, con el pago del 
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40% del monto de la deuda, razón por la cual estimamos disponer su pago en caso de sobrevenir 

esta situación, tal como se dispondrá en la parte dispositiva de esta decisión. 

46. En lo concerniente al plazo para la ejecución del plan de reestructuración, cabe destacar que 

el plan contiene un cronograma7 denominado post aprobación del plan, en donde se establece los 

períodos e intervalos de tiempo contados desde la aprobación del plan por los acreedores, la 

homologación por parte del tribunal, la suscripción del contrato de venta del negocio y del 

contrato de fiducia, la recepción de los fondos y la distribución de los mismos a los acreedores, 

contemplándose, finalmente, que los acreedores recibirán pagos parciales cada seis meses 

conforme se vayan vendiendo los activos no operativos y los inmuebles. 

47. Para la realización del pagos de los acreedores, como ya se ha venido diciendo, será 

constituido un fideicomiso conforme a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley, en tanto a que 

“El plan de reestructuración puede organizarse vía la constitución de un fideicomiso de 

administración, observando lo dispuesto en esta ley y constituirse de conformidad con las 

previsiones de la Ley núm. 189-11, para el Desarrollo del Mercado Hipotecario y el Fideicomiso 

de la República Dominicana o aquella que la modifique o sustituya, así como sus normas de 

aplicación. Esta modalidad no impide que el conciliador asuma sus funciones de vigilancia y 

supervisión del cumplimiento del plan de reestructuración. Párrafo. En los casos de 

reestructuraciones a través de fideicomisos, debe incluirse como causal de revocación del 

fideicomiso la decisión de liquidación judicial ordenada por el tribunal”.  

48. En tal sentido, Munné, S.R.L., se compromete a entregar los inmuebles libres de cargas y 

gravámenes, y en las condiciones legales requeridas para ser traspasados a favor del fideicomiso. 

Asimismo, dicho fideicomiso tendrá un Comité técnico de acreedores de Munné, el cual podrá 

estar integrado por los acreedores con derecho a voto, una representación de éstos o las personas 

que éstos decidan. Siempre en cumplimiento con la Ley núm. 189-11 y su reglamento, en ningún 

caso dichas Juntas o Comités sustituirán al fiduciario en sus labores administrativas ni podrá el 

fiduciario eximirse de su responsabilidad ante tales órganos ni frente a terceros, debiendo 

siempre ejercer su labor como buen padre de familia. 

49. Respecto a lo anterior, cabe destacar que en la reunión de acreedores de fecha siete (7) del 

mes de julio del año en curso se acordó la conformación de una comisión de acreedores con 

derecho a voto con la finalidad de que participen en todo lo relacionado con el fideicomiso y los 

inmuebles que serán aportados por la deudora al mismo, de manera enunciativa pero no 

limitativa, esta comisión participará en todas las reuniones, negociaciones o transacciones que 

                                                 
7 Pág. 25 del Plan. 
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puedan influir en el cumplimiento del plan de reestructuración. Deviniendo en necesario que los 

acreedores elijan los miembros que conformará dicha comisión en los términos acordados en la 

referida reunión, tal como se dispondrá en la parte dispositiva de esta decisión. 

50. Es importante, destacar que al tenor de lo dispuesto en el artículo 139 de la Ley, “Con la 

aprobación del plan de reestructuración por parte del tribunal, se da por terminado el 

procedimiento de conciliación y negociación. Las acciones realizadas antes de la aprobación del 

plan son ejecutadas por el mismo conciliador actuante. La aprobación del plan crea la novación 

de las obligaciones del deudor y los acreedores en lo concerniente a lo aprobado en el plan. Una 

vez aprobado, el plan surte efectos también con relación a aquellos acreedores que no prestaron 

la conformidad, excepto que los mismos sean, además de disidentes, privilegiados”.  

51. Efectos que se resumen en tres (3), a saber: 1) la terminación de la fase de conciliación y 

negociación, la cual queda sobre entendida, partiendo de que la aprobación del plan por parte de 

los acreedores es el producto final de las negociaciones realizadas con la entidad deudora, 

quedando sellada con la homologación de este tribunal; 2) la novación de las obligaciones del 

deudor, entendiéndose esta como la transformación de una obligación en otra, toda vez que las 

deudas que dieron origen al proceso quedan extinguidas, surgiendo una nueva deuda a cargo de 

la deudora que será satisfecha en la forma establecida en el plan, empero, esta novación no 

producirá la liberación de los codeudores o fiadores ni extingue los privilegios, hipotecas u otras 

garantías reales o personales del antiguo crédito, salvo que el acreedor individualmente acepte 

esa liberación o extinción de manera expresa8; y 3) el efecto vinculante del plan para los 

acreedores que no prestaron su conformidad, con excepto los disidentes privilegiados, esto 

implica que todos los acreedores quedan sujetos al plan una vez aprobado. 

52. En fin, tomando en consideración todo lo anteriormente expuesto, de manera puntual, lo sui 

generis del presente plan, asimismo, el hecho de que su homologación resulta ser la vía más 

favorable para los acreedores, en tanto a que ante una liquidación judicial verían reducidos el 

pago de sus acreencias, estimamos procedente acoger la solicitud presentada por el Conciliador 

y disponer su homologación, declarando, por vía de consecuencia, abierta la fase de ejecución 

de este; tal y como se establecerá en la parte dispositiva de esta decisión. 

53. Conforme a lo preceptuado en el artículo 140 de la Ley, “cualquiera de las partes sujetas al 

plan podrá solicitar su modificación posterior, la cual debe ser tramitada al conciliador y 

aprobada por el deudor y la mayoría de acreedores, en al menos la misma mayoría que aprobó el 

plan que se modifica. El conciliador debe asegurarse de que el indicado acuerdo mantiene el 

                                                 
8 Párrafo del art. 99 del Reglamento. 
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objetivo de reestructuración del deudor y que sea homologado por el tribunal previo a su entrada 

en vigencia”; de modo que para una ulterior modificación deberán seguirse las mismas reglas 

que para su aprobación primaria. 

54. De igual forma, requiere el Conciliador que sea corregida la descripción catastral de los 

inmuebles descritos como 2) y 3) en el Resumen Ejecutivo, página 6 del Plan de Reestructuración 

aprobado por los acreedores para que en lo adelante se identifiquen de la siguiente forma: “2) 

Inmueble identificado como 400462795381, matrícula núm. 0100357276, con una superficie de 

1,205.37 metros cuadrados, ubicado en Distrito Nacional. Certificado de Título emitido el 4 de 

marzo del 2022 por la Registradora de Títulos del Distrito Nacional Lic. Gisselle Mateo 

Martínez. 3) Inmueble identificado como 400462797251, matrícula núm. 0100357277, con una 

superficie de 293.62 metros cuadrados, ubicado en Distrito Nacional. Certificado de Título 

emitido el 4 de marzo del 2022 por la Registradora de Títulos del Distrito Nacional Lic. Giselle 

Mateo Martínez”. 

55. Al respecto, el tribunal comprueba que en el plan de reestructuración aprobado y firmado 

por los acreedores con derecho a voto en lo referente a los bienes excluidos de la oferta vinculante 

del inversionista IN02, establece en los inmuebles descritos como 2) y 3) del Resumen Ejecutivo, 

página 6, lo siguiente: “2) solar # 9 de la Manzana 360 del DC 01, con su Título de propiedad 

N.°-. 30913, ubicado en la calle Las Damas # 44, en la Zona Colonial de esta ciudad de Santo 

Domingo, Distrito Nacional; 3) solar # 8 de la Manzana 360 del DC 01, con su Título de 

propiedad N.°-. 30912, ubicado en la calle Las Damas # 44, en la Zona Colonial de esta ciudad 

de Santo Domingo, Distrito Nacional”. En ese sentido, al comprobar que los inmuebles no fueron 

descritos catastralmente de manera correcta, estimamos procedente acoger la solicitud de 

corrección ya que se trata de errores materiales, no sustanciales, tal como se establecerá en la 

parte dispositiva de esta decisión. 

56. Homologado el plan presentado por la deudora, previamente aprobado por los acreedores, 

procede fijar los honorarios del conciliador durante la etapa de negociación y conciliación, quien 

requiere que estos sean fijados con base al activo prudencialmente estimado por el Tribunal, en 

una proporción no inferior al uno por ciento (1%), ni superior al tres por ciento (3%), teniendo 

en cuenta la complejidad del caso o del proceso, los grados excepcionales o particulares de 

responsabilidad, la efectividad del desempeño y la calidad de la tarea del Conciliador y ordenar 

su pago inmediato luego de la homologación del plan de reestructuración, descontando el avance 

aprobado mediante el auto núm. 1532-2019-SAUT-00029, por RD$1,291,467.00. 

57. Conforme a las disposiciones del artículo 24 del Reglamento de aplicación de la Ley, el 

tribunal al homologar el plan fijará los honorarios del Conciliador, honorarios que será 
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determinados sobre el monto del activo prudencialmente estimado por el tribunal, en proporción 

no inferior al uno por ciento (1 %), ni superior al tres por ciento (3%), teniendo en cuenta la 

complejidad del caso o del proceso, los grados excepcionales o particulares de responsabilidad, 

la efectividad del desempeño y la calidad de la tarea del Conciliador, disponiendo, además, que 

en ningún caso podrán ser inferiores a veinticinco mil pesos (RD$25,000.00), ni superiores al 

seis por ciento (6%) de la suma total de las acreencias registradas o reconocidas. 

58. De su lado, el artículo 12 de la Ley y sus párrafos, establecen los criterios que habrán de 

tomarse en cuenta a fin de fijar dichos honorarios, a tal efecto, dispone que deben estar acorde 

con las condiciones del mercado laboral, a las funciones y estar vinculadas al desempeño, así 

como a la complejidad del caso o del proceso, los grados excepcionales o particulares de 

responsabilidad, la efectividad en la conducción del proceso, y el valor y la naturaleza de los 

bienes o activos envueltos en el proceso. Agregando que, serán fijados, además, a partir de: un 

porcentaje de los valores de los activos envueltos, realizados o distribuidos, según aplique; en 

base a un cálculo por tiempo de dedicación de trabajo (basado en horas), y/o en base a un monto 

fijo. 

59. De los textos mencionados se desprende que los honorarios serán fijados a partir de dos 

puntos: a) dentro del rango del 1% al 3% del activo prudencialmente estimado por el tribunal o 

b) de la suma total de las acreencias registradas, no siendo inferior a RD$25,000.00 de estas, ni 

superiores al 6%. En este caso en concreto, el tribunal los fijará del activo de la deudora, el cual 

se proyecta en la suma de RD$1,157,721,213.00 y dentro del rango establecido, por ser este 

menor que el total de las acreencias registradas (RD$3,030,014,590.35). 

60. Establecido lo anterior se impone puntualizar lo siguiente: a) que la entidad deudora una vez 

sea ejecutado el plan de reestructuración no seguirá operando; b) que el pago de los honorarios 

del conciliador fue acordado en el plan de reestructuración como una obligación puesta a cargo 

del inversionista IN02 que comprará el negocio9, de modo que la suma fijada, en principio, no 

impactará el activo de la deudora con el que serán satisfechos los acreedores. 

61. Independientemente de lo anterior, el monto de los referidos honorarios debe ser justo y 

razonable, y acorde con las condiciones del mercado laboral, a las funciones y estar vinculadas 

al desempeño de estas, así como a la complejidad del caso o del proceso, los grados 

excepcionales o particulares de responsabilidad, la efectividad en la conducción del proceso, y 

el valor y la naturaleza de los bienes o activos envueltos en el proceso. 

                                                 
9 Pág. 24, punto 4. 
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62. Este proceso reviste connotados grados de complejidad por varias razones, dentro de las que 

destacan: a) el gran número de acreedores; b) el impacto social que ha tenido el caso, de manera 

particular en la comunidad de San Francisco de Macorís, del cual se hizo eco la prensa local 

como nacional lugar donde residen la mayoría de los acreedores; c) que en sus justos reclamos 

los acreedores han realizado varias huelgas y protestas en procura de que le sean pagadas sus 

acreencias, cuestiones que han ameritado la intervención de las autoridades locales, inclusive la 

del Defensor del Pueblo. Cuestiones que sin duda alguna tuvieron mucha incidencia -negativa- 

en las negociaciones entre la deudora y los acreedores, siendo necesario la presencia de 

mediadores. 

63. Es un caso en donde el conciliador ha tenido un alto grado de responsabilidad en sus 

actuaciones lo que se refleja en la efectividad con la que ha conducido el proceso a fin de obtener 

la mejor salida posible a la crisis surgida entre los acreedores y la deudora de cara a los 

procedimientos de reestructuración y liquidación previstos en la ley, para lo cual ha tenido que 

contratar auxiliares expertos en distintas áreas, contar con un equipo de apoyo exclusivamente 

para este caso, emplear innumerables horas de trabajo, partiendo de que es un proceso cuya fase 

de conciliación y negociación hasta la fecha de aprobación del plan lleva alrededor de tres años 

y que inició con la resolución núm. 1532-2019-SRES-00007, del veintidós (22) del mes de julio 

del año dos mil diecinueve (2019), y la posterior aceptación de la designación por parte de dicho 

funcionario; así como la contratación de seguridad personal a raíz de constantes amenazas 

recibidas por algunos de los acreedores. 

64. A lo que necesariamente hay que agregar, la participación activa del Conciliador en las 

acciones recursivas intentadas contra decisiones emitidas por este tribunal en el curso de este 

procedimiento, realizadas por algunos acreedores, asimismo, como todas las solicitudes 

realizadas por este al tribunal en aras de preservar la masa, maximizar los activos y viabilizar las 

negociaciones entre las partes. 

65. Por todo lo anteriormente analizado, resumido en la complejidad del presente proceso, las 

horas de trabajo, la necesidad de contratación de auxiliares expertos y de personal de apoyo, 

incluyendo seguridad personal, el alto grado de responsabilidad, la efectividad y eficiencia de la 

labor realizada, así como el largo tiempo transcurrido entre el inicio del proceso de conciliación 

y la aprobación del plan de reestructuración, estimamos como justo y razonable fijar los 

honorarios en cuestión en un dos (2%) del activo fijado en el plan de reestructuración pago que 

será asumido por la inversionista IN02, conforme se establece en la oferta vinculante y que ha 

sido aceptada por la deudora, y cuyo monto se hará constar en la parte dispositiva de esta 

decisión, al cual habrá de descontarse el avance aprobado por este tribunal mediante el auto núm. 
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1532-2019-SAUT-00029, de fecha doce (12) del mes de noviembre del año dos mil diecinueve 

(2019). 

66. En otro orden, requiere el Conciliador que de manera provisional le sean fijados los 

honorarios correspondientes a la fase de ejecución del plan de reestructuración sobre el monto 

del pasivo reestructurado por el Plan, en proporción no inferior al cero punto cinco por ciento 

(0.5%), ni superior al dos por ciento (2%), así como pagar un avance de los mismos. Honorarios 

que han sido justificados, de manera esencial, en que “se proyecta en tiempo y recursos, una 

participación importante del Conciliador, ya que es preciso inscribir en el Fideicomiso, a los 

2106 acreedores quirografarios como fideicomitentes, así como gestionar exenciones fiscales, 

cesiones de activos, trabajos de mensura de inmuebles, negociar litigios, levantar hipotecas; para 

lo cual podrán tomar entre 12 y 18 meses a partir de la homologación del Plan, por lo que 

requerirá mantener el mismo equipo de especialistas legales y financieros que hasta la fecha le 

han apoyado para poder suplir las largas horas de trabajo que vienen por delante, debido a que 

lograr estos objetivos en los tiempos estipulados requerirá de un cronograma de actividades muy 

estricto”. 

67. Y en ese sentido, dispone el artículo 141, que corresponde al conciliador, mientras dure la 

etapa de ejecución del plan, las siguientes funciones: i) La supervisión de la correcta ejecución 

del plan acordado; ii) Informar al tribunal y a los acreedores a través del asesor de los acreedores 

sobre la ejecución del plan de reestructuración y de las informaciones recibidas en el transcurso 

del ejercicio de sus funciones; iii) Solicitar al tribunal la remoción del o de los administradores 

y adoptar medidas respecto de personas cuyos mandatos de administración sean revocados; iv) 

Solicitar al tribunal la terminación del plan de reestructuración en los supuestos previstos en esta 

ley, y v) Otras funciones determinadas por esta ley o el reglamento de aplicación. 

68. Como se puede advertir, las labores del conciliador no concluyen con la aprobación del plan 

de reestructuración, dado que a partir de su aprobación continúa teniendo a su cargo una serie de 

obligaciones, siendo esta la razón por la cual la normativa fija para esta etapa nuevos honorarios. 

Al efecto, dispone el artículo 25 del Reglamento que el Tribunal los fijará por las tareas 

cumplidas al tener a este por terminado y que se determinarán sobre el monto del pasivo 

reestructurado por el Plan, en proporción no inferior al cero punto cinco por ciento (0.5%), ni 

superior al dos por ciento (2%), teniendo en cuenta la complejidad del caso o del proceso, los 

grados excepcionales o particulares de responsabilidad, la efectividad del desempeño y la calidad 

de la tarea del Conciliador.  

69. Del texto citado se desprende que los honorarios en esta etapa serán liquidados cuando el 

plan haya terminado, al señalar que “al tener a este por terminado”, lo cual hace total sentido ya 
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que es en este momento que se podrán tomar en cuenta los criterios para fijar su monto y cuál 

fue el pasivo realmente reestructurado. Empero, a juicio de esta juzgadora nada impide que estos 

nuevos honorarios sean avanzados, si partimos del hecho de que la ley tampoco contempla el 

avance para la fase de negociación y conciliación, y como ya se expuso, durante esta fase le fue 

aprobado un avance; motivos por lo que estimamos acoger esta solicitud, pero solo en lo que 

respecta al avance de estos, tal como se dispondrá en la parte dispositiva de esta decisión.  

70. Finalmente, ordena a la Secretaria de este tribunal proceder a la publicación de esta decisión 

en la página electrónica del Poder Judicial, y en la Cámara de Comercio y Producción, no solo 

para la publicación en su página electrónica, sino también para que proceda a hacer las 

anotaciones correspondiente en el registro mercantil de la entidad deudora; así como también, la 

publicación en un periódico de circulación nacional, así como en uno local de la ciudad de San 

Francisco de Macorís, como medida complementaria de publicidad. 

71. Por disposición expresa de los artículos 25 literal i) de la Ley y 39 del Reglamento, las 

decisiones rendidas en los procesos en esta materia son ejecutorias no obstante las 

impugnaciones ni los recursos que hayan sido interpuestos en su contra; asimismo, por tratarse 

de una decisión que estatuyen sobre el plan de reestructuración, la misma es susceptible de 

recurso de apelación, al tenor de los artículos 193 numeral iii) de la ley y 113 de su reglamento 

de aplicación.  

72. Procede ordenar a la Secretaría notificar esta decisión, al Conciliador y la deudora y sus 

representantes legales, por los canales establecidos en la normativa que rige esta materia. 

Por tales motivos y vista la Constitución de la República; la Ley núm. 141-15, de 

Reestructuración y Liquidación de Empresas y Personas Físicas Comerciantes; el Reglamento 

de Aplicación de la indicada ley y demás disposiciones legales señaladas; este Tribunal, 

administrando Justicia en Nombre de la República y por autoridad de la Ley. 

R E S U E L V E : 

PRIMERO: Acoge la solicitud de homologación del plan de reestructuración presentado por la 

entidad deudora Munné, S.RL., y que fuere aprobado por los acreedores, depositada por el 

conciliador, licenciado José Enrique Pérez, en fecha trece (13) del mes de julio del año dos mil 

veintidós (2022), en consecuencia, homologa el plan de reestructuración de la sociedad Munné, 

S.R.L., transcrito en parte anterior; por los motivos expuestos en la parte considerativa de esta 

decisión. 
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SEGUNDO: Dispone que, ante el hecho de existir recursos ordinarios y extraordinarios en curso 

interpuestos por algunos acreedores en torno a la calificación de acreedores subordinados por 

vínculos de consanguinidad, que en caso de dicha calificación sea revocada, y estos ostenten la 

condición de quirografarios, estos en virtud del principio de igualdad de trato entre acreedores 

de un mismo rango, sean satisfechos en la misma forma que los demás. 

TERCERO: Dispone que la indemnización que pueda ser acogida a favor de la entidad Munné, 

S.R.L., por el tribunal penal en ocasión de la querella con constitución en actoría civil, 

interpuesta en contra de los imputados Luis Francisco Espinal Hernández y Francisco Manuel 

Matrillé, por supuesta violación a las disposiciones de los artículos 265, 266, 379, 386.3, 148 y 

150 del Código Penal, sea incorporada a la masa activa de la deudora como un crédito 

contingente en beneficio de los acreedores, por aplicación extensiva del al artículo 192 de la Ley. 

CUARTO: Corrige el error material de la descripción de los inmuebles contenido en los puntos 

2) y 3) del resumen ejecutivo del plan de reestructuración, página 6, referente a los bienes 

excluidos de la oferta vinculante del inversionista IN02, para que en lo adelante se lea de la 

siguiente forma: “2) Inmueble identificado como 400462795381, matricula núm. 0100357276, 

con una superficie de 1,205.37 metros cuadrados, ubicado en Distrito Nacional, amparado en el 

certificado de título emitido el 4 de marzo del 2022, por la Registradora de Títulos del Distrito 

Nacional; 3) Inmueble identificado como 400462797251, matricula núm. 0100357277, con una 

superficie de 293.62 metros cuadrados, ubicado en Distrito Nacional, amparado en el certificado 

de Título emitido el 4 de marzo del 2022, por la Registradora de Títulos del Distrito Nacional”. 

QUINTO: Ordena a los acreedores con derecho a voto conformar una Comisión, integrada por 

tres (3) miembros, que será un titular y dos suplentes, a fin de que participen en todo lo 

relacionado con la constitución del fideicomiso y los inmuebles que serán transferidos a este por 

la deudora como dación en pago a los acreedores; ordenándole a su vez a la entidad Munné, 

S.R.L., dar total participación e información, sin restricción alguno, esto así conforme a lo 

acordado por las partes en la reunión de acreedores con derecho a voto celebrada el día 7/7/2022 

ante este tribunal. 

SEXTO: Fija los honorarios del conciliador, José Enrique Pérez, en ocasión a la etapa de 

negociación y conciliación, en la suma de veintitrés millones ciento cincuenta y cuatro mil 

cuatrocientos veinticuatro pesos dominicanos con 30/100 (RD$23,154,424.30), en base al dos 

(2%) del activo fijado en el plan de reestructuración pago que será asumido por la inversionista 

IN02, de cuya suma será descontada la suma avanzada mediante el auto núm. 1532-2019-SAUT-

00029, de fecha doce (12) del mes de noviembre del año dos mil diecinueve (2019). 

SÉPTIMO: Declara abierta la fase de ejecución del plan de reestructuración de la entidad Munné, 

S.R.L., a cargo del conciliador y en observancia de las disposiciones de los artículos 141 y 



 

 

 

 

REPÚBLICA DOMINICANA 

PODER JUDICIAL 

LA DÉCIMA SALA DE LA CÁMARA CIVIL Y COMERCIAL DEL JUZGADO DE PRIMERA 

INSTANCIA DEL DISTRITO NACIONAL, ESPECIALIZADA EN ASUNTOS COMERCIALES, Y 

TRIBUNAL DE REESTRUCTURACIÓN Y LIQUIDACIÓN  

 

Resolución núm. 1532-2022-SRES-00021      Expediente núm. 1532-2019-EREE-00005 

Página 51 de 51 

 

siguientes de la Ley núm. 141-15, advirtiéndole a las partes que ante el incumplimiento del plan 

de reestructuración se procederá a la extinción del fideicomiso, conforme a la Ley núm. 189-11. 

OCTAVO: Fija en la suma de dos millones de pesos dominicanos con 00/100 

(RD$2,000,000.00), el avance de pago de honorarios para la fase de ejecución del plan de 

reestructuración de la entidad Munné, S.R.L., que deberá ser pagada a favor del licenciado José 

Enrique Pérez, en calidad de conciliador, y depositado en la cuesta suministrada por este. 

NOVENO: Ordena a la secretaria de este tribunal la notificación de esta decisión al Conciliador, 

a la deudora, Munné, S.R.L., y sus representantes legales, a los acreedores mayoritarios. 

DÉCIMO: Ordena la publicación de la presente decisión en las páginas electrónicas del Poder 

Judicial y de la Cámara de Comercio y Producción, así como en un periódico de circulación 

nacional y en otro de circulación local de la ciudad de San Francisco de Macorís, en aplicación 

a lo dispuesto en el párrafo VI del artículo 96 del Reglamento de Aplicación de la Ley. 

DÉCIMO PRIMERO: Declara esta decisión ejecutoria, no obstante, cualquier recurso que se 

interponga contra la misma. 

DADA Y FIRMADA ha sido la resolución que antecede por la magistrada que figura en el 

encabezamiento, la cual fue leída íntegramente, firmada y sellada el día dos (02) del mes de 

agosto del año dos mil veintidós (2022) por ante mí, secretaria que certifica que la presente copia 

es fiel y conforme a su original que reposa en los archivos de esta cámara, que se expide, sella y 

firma a solicitud de la parte interesada, hoy día diecisiete (17) del mes de agosto del año dos mil 

veintidós (2022).  

 

Fin de documento. 


